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Administrativo, Migratorio y del Transporte 

         Sin publicaciones 
 

Anticorrupción  y Cumplimiento Corporativo 
          Sin publicaciones 

Ambiental 
          Sin publicaciones  

Comercio Exterior 
          3 tesis aisladas 
 

Competencia Económica 
          1 tesis aislada  

Energía 
          1 tesis aislada 
 

Constitucional y Amparo 
          1 jurisprudencia 
          2 tesis aisladas 
           

Corporativo 
          1 tesis aislada 
 

Deporte, Entretenimiento y Cultura 
          Sin publicaciones  

Fiscal 
         6 tesis aisladas  
 

Laboral 
          2 tesis aisladas 
           

Medios Alternos de Solución de Controversias 
          Sin publicaciones  

Mercados Financieros 
          Sin publicaciones 
 

Pasantes 
          Sin publicaciones 

Penal 
          1 tesis aislada 
           

Derecho Privado de Empresa 
           1 tesis aislada 
           1 jurisprudencia 
 

Propiedad Intelectual 
          Sin publicaciones  

Seguridad Social 
          1 tesis aislada 
 

Tecnologías de la Información y Datos 
Personales 
          1 tesis aislada 

Telecomunicaciones 
          Sin publicaciones  

 
 

ATENTAMENTE 
Lic. Nathan Russek 
Comité de Derecho 

Constitucional y Amparo 

Lic. Karla Ortiz 
Comité de Derecho 

Constitucional y Amparo 

Lic. Noel Arias 
Comité de Derecho 

Constitucional y Amparo 

 

 

 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 

 

 

 

 

 

Competencia Económica 

 
TESIS AISLADA. COMPETENCIA ECONÓMICA. NATURALEZA JURÍDICA DE LOS COMPROMISOS 

FORMULADOS POR UN AGENTE ECONÓMICO PARA QUE SE CONCLUYA ANTICIPADAMENTE UN 

PROCEDIMIENTO EN ESA MATERIA, SEGUIDO CON MOTIVO DE LA DENUNCIA DE PRÁCTICAS 

MONOPÓLICAS RELATIVAS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 6 DE JULIO DE 2014).  

 

 

Constitucional y Amparo 

 
JURISPRUDENCIA. SENTENCIAS DE AMPARO. FORMA DE VERIFICAR SU CUMPLIMIENTO CUANDO LA 

AUTORIDAD RESPONSABLE QUEDÓ VINCULADA A DEVOLVER AL QUEJOSO DETERMINADA 

CANTIDAD.  

 

TESIS AISLADA. PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. LA PETICIÓN AL JUEZ DE DISTRITO PARA QUE 

REQUIERA A LOS SERVIDORES PÚBLICOS OMISOS EN EXPEDIR LAS COPIAS O DOCUMENTOS 

SOLICITADOS POR LAS PARTES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO NO ES 

EXTEMPORÁNEA, SI AL FORMULARSE DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO, LA AUDIENCIA 

CONSTITUCIONAL NO SE LLEVÓ A CABO EN LA FECHA SEÑALADA, SINO QUE SE FIJA DIVERSA DATA 

PARA SU DESAHOGO, Y EL QUEJOSO TRATA DE PROBAR O DESVIRTUAR HECHOS NO CONOCIDOS 

OPORTUNAMENTE.  

 
TESIS AISLADA. AMPARO DIRECTO. PARA DETERMINAR SU PROCEDENCIA EN EL SUPUESTO DE QUE 
SE ADUZCAN VIOLACIONES PROCESALES SURGIDAS CON MOTIVO DEL CUMPLIMIENTO DE UNA 
EJECUTORIA DE AMPARO, DEBE ATENDERSE A QUE SU ANÁLISIS SÓLO PROCEDE CUANDO EN 
AQUEL JUICIO CONSTITUCIONAL SE DEJÓ LIBERTAD DE ACTUAR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, 
NO CUANDO SE LE CONSTRIÑÓ A EMITIR UN NUEVO FALLO EN TÉRMINOS PRECISOS 
[INTERPRETACIÓN DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 128/2011 (9a.)].  
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Laboral 

 
TESIS AISLADA. EXCEPCIÓN DE PREPARAR LAS VIOLACIONES PROCESALES PREVISTA EN EL 

SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE AMPARO. ES APLICABLE ÚNICAMENTE AL 

JUICIO DE AMPARO DIRECTO.  

 

TESIS AISLADA. AUDIENCIA LABORAL. LA JUNTA NO ESTÁ OBLIGADA A ANEXAR COPIA SIMPLE O 

CERTIFICADA DEL DOCUMENTO QUE LAS PARTES EXHIBEN PARA IDENTIFICARSE EN AQUÉLLA.  

 

 

Penal 

 
TESIS AISLADA. REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA PENAL. SI SE ORDENA POR SER 

INDISPENSABLE A LOS FINES DEL PROCESO, NO TRANSGREDE EL DERECHO A UNA JUSTICIA 

PRONTA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.  

 

 

Tecnologías de la Información y Datos Personales 
 
 

TESIS AISLADA. DATOS PERSONALES. LA PUBLICACIÓN DE LOS RELATIVOS AL NOMBRE O 
DENOMINACIÓN DE LAS PARTES EN LAS LISTAS DE LOS ASUNTOS VENTILADOS ANTE LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES, NO IMPLICA LA DIVULGACIÓN DE INFORMACIÓN CONFIDENCIAL NI PRECISA, 
POR ENDE, DE LA ANUENCIA DE AQUÉLLAS.  
 

      

Comercio Exterior 
 

TESIS AISLADA. AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, 

VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN PLAZO DE DOS 

AÑOS PARA DARLE A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE 

SU PATENTE, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE ACCESO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y DE 

EXPEDITEZ.  
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TESIS AISLADA. AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, 

VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN PLAZO DE DOS 

AÑOS PARA DARLE A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE 

SU PATENTE, VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL.  

 

TESIS AISLADA. AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, 

VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN PLAZO DE DOS 

AÑOS PARA DARLE A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE 

SU PATENTE, VIOLA EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ, INMERSO EN EL DERECHO A LA SEGURIDAD 

JURÍDICA, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.  

 

 

Energía 

 
TESIS AISLADA. SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO CONTRA EL CORTE DEL SUMINISTRO DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA, DERIVADO DE LA SUPUESTA INFRACCIÓN AL ARTÍCULO 165, FRACCIÓN VI, DE 
LA LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA. PROCEDE CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE SE SIGA 
PRESTANDO EL SERVICIO EN LOS TÉRMINOS CONTRATADOS, MIENTRAS NO SE COMPRUEBE EL ACTO 
ILÍCITO ATRIBUIBLE AL QUEJOSO (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 176/2005).  
 

 

Corporativo 

 
TESIS AISLADA. REPRESENTACIÓN DE LAS MICROINDUSTRIAS EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO FEDERAL. PUEDE ACREDITARSE CON EL CONTRATO SOCIAL EN EL QUE CONSTE LA 

DESIGNACIÓN DEL GERENTE, RATIFICADO ANTE EL REGISTRO PÚBLICO DEL COMERCIO, PREVISTO 

EN LA LEY FEDERAL PARA EL FOMENTO DE LA MICROINDUSTRIA Y LA ACTIVIDAD ARTESANAL.  
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Fiscal 

 
TESIS AISLADA. DIVIDENDOS O UTILIDADES PROVENIENTES DE LA CUENTA DE UTILIDAD FISCAL 

NETA. LAS PERSONAS FÍSICAS PUEDEN ACREDITAR EL IMPUESTO SOBRE LA RENTA PAGADO POR 

LA SOCIEDAD QUE SE LOS DISTRIBUYÓ.  

 

TESIS AISLADA. RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO 

TERCERO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LA NEGATIVA FICTA CONFIGURADA ANTE LA 

FALTA DE RESPUESTA A LA PETICIÓN RELATIVA, CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA CONTRA 

LA QUE PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL.  

 

TESIS AISLADA. NEGATIVA A LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR DE 

CONTRIBUCIONES. SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PROMOVIDO EN SU CONTRA LAS 

SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CUENTAN CON LOS ELEMENTOS 

PARA RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO, DEBEN HACERLO, CON BASE EN LOS PRINCIPIOS DE 

EXHAUSTIVIDAD, CONGRUENCIA Y MAYOR BENEFICIO.  

 

TESIS AISLADA. DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. SI EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PROMOVIDO CONTRA LA NEGATIVA A LA SOLICITUD RESPECTIVA, 

SE DESVIRTÚAN LOS MOTIVOS DE ESE ACTO, AUN CUANDO SE HAYAN SUSTENTADO EN EL 

DESISTIMIENTO, LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBEN 

RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO Y NO REENVIAR EL EXPEDIENTE A LA AUTORIDAD 

ADMINISTRATIVA PARA QUE, EN UNA NUEVA OPORTUNIDAD, VALORE SI SE ACREDITA LA 

EXISTENCIA DE UN DERECHO SUBJETIVO SOBRE LO PEDIDO.  

 

TESIS AISLADA. DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. LA AUTORIDAD SÓLO 

PUEDE TENER POR DESISTIDO AL SOLICITANTE, POR LOS MOTIVOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 22 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.  

 

TESIS AISLADA. TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CUANDO CONSTATE EL 

DERECHO SUBJETIVO QUE EL PARTICULAR ESTIME VIOLADO Y LA ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA, DEBE CONDENAR A LA AUTORIDAD DEMANDADA A LA RESTITUCIÓN DE AQUÉL Y, EN SU 

CASO, A LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD SOLICITADA.  
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Derecho Privado de Empresa 
 

JURISPRUDENCIA. COSTAS EN EL JUICIO MERCANTIL. NO PROCEDE LA APLICACIÓN DE LAS LEYES 

SUPLETORIAS AL CÓDIGO DE COMERCIO PARA RESOLVER SOBRE ESE ASPECTO CUANDO EL JUICIO 

TERMINA POR DESISTIMIENTO POSTERIOR AL EMPLAZAMIENTO.  

 

TESIS AISLADA. RECURSO DE APELACIÓN. EL AUTO QUE LO ADMITE DEBE NOTIFICARSE 

PERSONALMENTE, YA QUE EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA FORMULAR AGRAVIOS Y CONTINUAR 

CON AQUÉL, INICIA A PARTIR DE LA NOTIFICACIÓN DEL PROVEÍDO RESPECTIVO.  

 

 

Seguridad Social 

 
JURISPRUDENCIA. JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL 

PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR LOS MONTOS VENCIDOS DE PENSIONES O SUS 

DIFERENCIAS SE INTERRUMPE CON LA PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD CORRESPONDIENTE.  
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Competencia Económica 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2016810  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.1o.A.E.230 A (10a.)  

 

COMPETENCIA ECONÓMICA. NATURALEZA JURÍDICA DE LOS COMPROMISOS FORMULADOS POR UN 

AGENTE ECONÓMICO PARA QUE SE CONCLUYA ANTICIPADAMENTE UN PROCEDIMIENTO EN ESA 

MATERIA, SEGUIDO CON MOTIVO DE LA DENUNCIA DE PRÁCTICAS MONOPÓLICAS RELATIVAS 

(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 6 DE JULIO DE 2014). La figura jurídica que se consigna en el artículo 

33 bis 2, en relación con el numeral 38 Bis, ambos de la Ley Federal de Competencia Económica 

abrogada, consistente en la formulación de compromisos que se encaminen a restaurar o evitar la 

afectación a los procesos de competencia económica y de libre participación en un mercado específico, 

permite la conclusión anticipada de un procedimiento seguido con motivo de la denuncia de prácticas 

monopólicas relativas. Así, corresponde a la Comisión Federal de Competencia Económica (COFECE) 

analizar y decidir si las medidas propuestas en dichos compromisos son adecuadas para evitar o dejar 

sin efectos la práctica anticompetitiva que se hubiera advertido (así como señalar los plazos y términos 

para su comprobación y, en su caso, aprobarlos); de ser así, puede cerrar el expediente sin imputar 

responsabilidad alguna. Por otra parte, en dichas disposiciones se recoge, como fuente de obligación, 

la declaración unilateral de voluntad del agente económico imputado, en la cual asuma el deber de 

desplegar determinadas acciones o dejar de realizarlas, con objeto de evitar que se sigan cometiendo 

esas prácticas o de prevenir su comisión. Por tanto, los compromisos mencionados comparten la 

naturaleza jurídica de la fuente de las obligaciones que se prevé en el Código Civil Federal, en su libro 

cuarto "De las obligaciones", primera parte "De las obligaciones en general", título primero, capítulo II 

"De la declaración unilateral de la voluntad", que se caracteriza por la realización de un ofrecimiento 

que obliga a quien lo hace a sostenerlo y cumplirlo (artículo 1860), en la inteligencia de que el sentido y 

alcance de la obligación adquirida se determinan, precisamente, por los términos en que se efectuó y 

aprobó la oferta. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 

COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA 

CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 

Amparo en revisión 121/2016. APEAM, A.C. 15 de febrero de 2018. Mayoría de votos. Disidente: Óscar 

Germán Cendejas Gleason. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: José Pablo Sáyago 

Vargas. 
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Constitucional y Amparo 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2016837  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: XVIII.1o.P.A. J/1 (10a.)  

 

SENTENCIAS DE AMPARO. FORMA DE VERIFICAR SU CUMPLIMIENTO CUANDO LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE QUEDÓ VINCULADA A DEVOLVER AL QUEJOSO DETERMINADA CANTIDAD. En las 

sentencias que concedan el amparo para el efecto de que no se aplique al quejoso el precepto 

declarado inconstitucional y se le restituyan las cantidades enteradas con apoyo en éste, la autoridad 

responsable vinculada deberá acreditar fehacientemente que las reintegró pues, de lo contrario, la 

sentencia no estará cumplida. En efecto, en los autos del juicio de amparo debe quedar demostrado de 

forma irrefutable que se devolvieron las cantidades correspondientes, pues no basta que la autoridad 

entregue al afectado, por ejemplo, un cheque, si no cubre el requisito de ser certificado o de caja, 

característica que generaría certeza sobre la existencia de fondos en determinada cuenta bancaria 

para cubrir el monto que ampara el documento y así cumplir con la obligación impuesta, o que 

manifieste haber puesto a su disposición una orden de pago simple o el cheque que ampare la cantidad 

ordenada o, incluso, que conste que el quejoso recibió cualquiera de esos documentos, pues solamente 

se dará cumplimiento al fallo cuando se haga el pago de los montos relativos. Ahora bien, si las 

autoridades responsables deciden cumplir con el pago mediante un billete de depósito o con un cheque 

de caja o certificado, deberán poner el documento original a disposición del particular ante el Juez de 

Distrito que conozca del juicio de amparo; si resuelven devolver la cantidad por una transferencia 

bancaria, deberán acreditar haberla realizado a la cuenta cuyo titular sea el quejoso y que éste haya 

solicitado el pago en esta forma, o bien, si no lo hicieran por dichos medios, debe probarse que aquél 

cobró el documento entregado. Por tanto, será a partir del momento en que la autoridad responsable 

exhiba el documento original (billete de depósito o cheque de caja o certificado), acredite haber 

realizado la transferencia bancaria al quejoso, o quede demostrado que le pagó la cantidad ordenada, 

cuando el Juez de Distrito deberá dar vista con las constancias relativas al cumplimiento, para que las 

partes realicen las manifestaciones que consideren pertinentes, pues en caso de no constar la 

recepción del pago correspondiente, la sentencia no estará cumplida. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO OCTAVO 

CIRCUITO. 
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Inconformidad 20/2016. 5 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo del Castillo 

Vélez. Secretaria: Patricia Berenice Hernández Cruz. 

 

Inconformidad 46/2016. 23 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: María Mercedes Leos 

Campos, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 

Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del artículo 81, fracción 

XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 40, fracción V, del 

Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 

funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 

generales. Secretaria: Karime Pérez Guzmán. 

 

Inconformidad 29/2016. 2 de diciembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo del Castillo 

Vélez. Secretaria: Patricia Berenice Hernández Cruz. 

 

Inconformidad 37/2016. 13 de enero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Roldán 

Velázquez. Secretario: Fabián Trujillo Arámbula. 

 

Inconformidad 38/2016. 13 de enero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo del Castillo 

Vélez. Secretaria: Patricia Berenice Hernández Cruz. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2016828  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: I.7o.P.10 K (10a.)  

 

PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. LA PETICIÓN AL JUEZ DE DISTRITO PARA QUE REQUIERA A LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS OMISOS EN EXPEDIR LAS COPIAS O DOCUMENTOS SOLICITADOS POR LAS 

PARTES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO NO ES EXTEMPORÁNEA, SI AL 

FORMULARSE DURANTE EL TRÁMITE DEL JUICIO, LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL NO SE LLEVÓ A 

CABO EN LA FECHA SEÑALADA, SINO QUE SE FIJA DIVERSA DATA PARA SU DESAHOGO, Y EL 

QUEJOSO TRATA DE PROBAR O DESVIRTUAR HECHOS NO CONOCIDOS OPORTUNAMENTE. Del párrafo 

primero del precepto mencionado, se advierte que a fin de que las partes puedan rendir sus pruebas en 

la audiencia del juicio, los servidores públicos tienen la obligación de expedir las copias o documentos 

que les soliciten; luego, si éstos incumplen esa obligación, el quejoso, una vez que acredite haber hecho 

la petición, solicitará al Juez de Distrito que requiera a los omisos y difiera la audiencia, lo que se 

acordará siempre que la solicitud a la autoridad renuente se hubiera hecho cinco días hábiles antes del 

señalado para su desahogo, sin contar el de la solicitud ni el fijado para la audiencia; de ahí que cuando 

el quejoso trata de probar o desvirtuar hechos que no conoció oportunamente, la petición formulada al 

Juez no resulta extemporánea, si al efectuarse la solicitud durante el trámite del juicio de amparo 

respectivo, la audiencia constitucional no se llevó a cabo en la fecha señalada, sino que se fija diversa 

data para su desahogo, atento a que el legislador sólo acotó dicha petición a que se formulara en la 

temporalidad aludida (sin distinguir si debe ser en relación con la primera fecha fijada para que se lleve 

a cabo la audiencia constitucional), ya que si bien es cierto que el artículo 119, párrafo tercero, de la Ley 

de Amparo dispone que las pruebas testimonial, pericial, inspección judicial o cualquier otra que 

amerite desahogo posterior, deberán ofrecerse a más tardar cinco días hábiles antes de la audiencia 

constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia; también lo es que 

esa limitante no abarca a la prueba documental, pues el segundo párrafo de dicho numeral autoriza a 

recibirla en la misma audiencia; además, el cuarto párrafo de ese precepto prevé la excepción a esa 

regla general, al establecer que salvo que se trate de probar o desvirtuar hechos que no hayan podido 

ser conocidos por las partes con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas en el plazo respectivo; 

de ahí que no sea dable considerar extemporánea la petición del quejoso, dado que le asiste el derecho 

a ofrecer pruebas durante el trámite del juicio de amparo indirecto, reconocido en el artículo 117, 

párrafo segundo, de la propia ley, a fin de desvirtuar el contenido del informe justificado. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 6/2018. 22 de febrero de 2018. Mayoría de votos. Disidente: Antonia Herlinda Velasco 

Villavicencio. Ponente: Jorge Fermín Rivera Quintana. Secretario: Miguel Ángel Aguilar Solís. 
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AMPARO DIRECTO. PARA DETERMINAR SU PROCEDENCIA EN EL SUPUESTO DE QUE SE ADUZCAN 
VIOLACIONES PROCESALES SURGIDAS CON MOTIVO DEL CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA DE 
AMPARO, DEBE ATENDERSE A QUE SU ANÁLISIS SÓLO PROCEDE CUANDO EN AQUEL JUICIO 
CONSTITUCIONAL SE DEJÓ LIBERTAD DE ACTUAR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, NO CUANDO SE 
LE CONSTRIÑÓ A EMITIR UN NUEVO FALLO EN TÉRMINOS PRECISOS [INTERPRETACIÓN DE LA TESIS 
DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 128/2011 (9a.)]. La jurisprudencia citada, sustentada por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO. ES 
PROCEDENTE SU IMPUGNACIÓN VÍA AMPARO DIRECTO, AUN CUANDO LA RESOLUCIÓN QUE 
CONSTITUYE EL ACTO RECLAMADO SE HUBIERE DICTADO EN CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA 
DE GARANTÍAS, SI ES HASTA ESE MOMENTO QUE LA VIOLACIÓN TRASCIENDE AL RESULTADO DEL 
FALLO.", es aplicable cuando en el primer juicio de amparo se dejó libertad de jurisdicción a la 
autoridad responsable que permitiera incurrir en una diversa y/o nueva violación procesal con motivo 
de la reposición del procedimiento. Empero, si no se le dejó libertad de jurisdicción, sino que se le 
constriñó a emitir la nueva sentencia en términos precisos, sin cuestiones procedimentales previas, no 
basta que en el ulterior juicio de amparo se aduzcan violaciones al procedimiento derivadas de la 
protección constitucional otorgada con anterioridad para que resulte procedente y el Tribunal 
Colegiado de Circuito pueda emprender su estudio, sino que deben atenderse los términos de la 
ejecutoria de amparo que le dio origen para determinar si es posible su examen o no; por lo que, si no 
se otorgó libertad de jurisdicción a la autoridad responsable no podrían existir violaciones procesales 
posteriores que trasciendan al resultado del fallo, como lo prevé dicho criterio jurisprudencial y se 
actualizaría la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción IX, de la Ley de Amparo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Amparo directo 719/2017 (cuaderno auxiliar 1151/2017) del índice del Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Décimo Segundo Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Banco Nacional de México, S.A. 8 de marzo de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Samuel Jahir Baizabal Arellano, secretario de tribunal autorizado 
para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Lucero Edith Fernández Beltrani. 
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Laboral 
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EXCEPCIÓN DE PREPARAR LAS VIOLACIONES PROCESALES PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO 

DEL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE AMPARO. ES APLICABLE ÚNICAMENTE AL JUICIO DE AMPARO 

DIRECTO. El artículo 171, párrafo primero, de la Ley de Amparo, establece la obligación de preparar las 

violaciones procesales que se hagan valer en los amparos directos, esto es, prevé la obligación de 

impugnarlas durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, 

señale la ley ordinaria respectiva; empero, en su segundo párrafo, exceptúa de dicha regla, entre otros, 

a los trabajadores. Así, se advierte que la intención del legislador fue la de acotar el alcance de esa 

excepción únicamente a los juicios de amparo directo en los que se hagan valer violaciones procesales 

acaecidas dentro del procedimiento; por tanto, no puede hacerse extensiva a los juicios de amparo 

indirecto respecto de actos emitidos después de concluido el juicio natural, como lo sería la notificación 

de un acuerdo dictado en la sección de ejecución de un laudo condenatorio, o bien, del propio laudo. 

Luego, previamente a instar el biinstancial, el trabajador promovente debe agotar el medio de defensa 

ordinario respectivo, en el caso, el incidente de nulidad de actuaciones previsto en el artículo 764 de la 

Ley Federal del Trabajo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Queja 145/2017. Arnulfo Alarcón Quiroz. 15 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 

Carlos Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 
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AUDIENCIA LABORAL. LA JUNTA NO ESTÁ OBLIGADA A ANEXAR COPIA SIMPLE O CERTIFICADA DEL 

DOCUMENTO QUE LAS PARTES EXHIBEN PARA IDENTIFICARSE EN AQUÉLLA. Conforme al artículo 

875 de la Ley Federal del Trabajo la audiencia consta de dos etapas: a) la de conciliación; y, b) la de 

demanda y excepciones; la que iniciará con la comparecencia de las partes que concurran; sin 

embargo, no exige que deba agregarse al expediente copia simple o certificada de los documentos que 

las partes exhiban para identificarse. Lo anterior se explica, porque al abrirse la audiencia, es el 

secretario de la Junta quien redacta su desarrollo asentando si las partes comparecen y cómo lo hacen, 

es decir, si personalmente o mediante apoderado o, incluso, si van acompañados de un asesor legal o 

abogado y con qué documento se identifican, dando fe de esas circunstancias; ello, previo a que los 

contendientes hagan uso de la voz. En este tenor, dada la fe pública que reviste su actuación, basta que 

dicho funcionario haga constar el documento que las partes exhibieron para identificarse, sin que 

exista la obligación de anexar copia simple o certificada de éste, dado que el artículo aludido no lo exige. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 804/2017. Ivonne Aguilar Lugo. 9 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 

Héctor Landa Razo. Secretario: Eudón Ortiz Bolaños. 
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REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA PENAL. SI SE ORDENA POR SER INDISPENSABLE A 

LOS FINES DEL PROCESO, NO TRANSGREDE EL DERECHO A UNA JUSTICIA PRONTA PREVISTO EN EL 

ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La finalidad del proceso penal es el esclarecimiento de 

los hechos denunciados y también constituye un derecho de acceso a la justicia del imputado; por tanto, 

cuando la reposición del procedimiento es justificada e inevitable, por ser indispensable a los fines del 

proceso, no transgrede el derecho a una justicia pronta, previsto en el artículo 17 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; y si la dilación del proceso es además en ejercicio del 

derecho de defensa, la cuestión de temporalidad, en sí misma, no puede estimarse aisladamente para 

considerar alguna afectación al derecho de justicia pronta y expedita, pues no se trata de un supuesto 

imputable a los órganos jurisdiccionales. Ahora bien, la procedencia de la reposición del 

procedimiento no depende de la eventual duración prolongada o no del proceso, pues su finalidad es 

subsanar, cuando así se justifica racionalmente, las irregularidades procesales que impiden arribar al 

fin de todo proceso, que es el de esclarecer los hechos materia de imputación y controversia, es decir, 

resolver de fondo un conflicto social suscitado mediante la comisión presunta de un delito; conflicto 

que potencialmente repercute en los derechos no sólo de los sujetos directamente vinculados al hecho 

indagado y al procedimiento (imputado, víctimas u ofendidos y fiscalías), sino de la sociedad entera, 

dado que dicho seguimiento es de orden público y, consecuentemente, de interés social. Por tanto, los 

derechos de acceso a la justicia, conocimiento de la verdad, certeza jurídica, eventual resarcimiento o 

reparación del daño y legalidad en la aplicación de la ley en un Estado democrático, constituyen un 

contexto que delimita la importancia de la consecución de los fines del proceso penal, de modo que 

mientras su dilación atienda al respeto de los derechos en él involucrados y sin que exista causa de 

extinción legal, éste deberá llevarse y culminarse por todos los cauces necesarios, aun cuando ello 

implicara una dilación adicional. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 319/2017. 18 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Nieves Luna 

Castro. Secretario: Silvestre P. Jardón Orihuela. 
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Tecnologías de la Información y Datos Personales 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016812  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  

Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.229 A (10a.)  

 
DATOS PERSONALES. LA PUBLICACIÓN DE LOS RELATIVOS AL NOMBRE O DENOMINACIÓN DE LAS 
PARTES EN LAS LISTAS DE LOS ASUNTOS VENTILADOS ANTE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES, NO 
IMPLICA LA DIVULGACIÓN DE INFORMACIÓN CONFIDENCIAL NI PRECISA, POR ENDE, DE LA 
ANUENCIA DE AQUÉLLAS. El artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
consigna, entre otros aspectos relacionados con el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la 
información, que la relativa a la vida privada y a los datos personales será protegida en los términos 
que fijen las leyes; en tanto que la información en posesión de los sujetos obligados es pública, y sólo 
podrá reservarse temporalmente en los casos previstos por la ley, entre los que destacan, la posible 
afectación del interés público, la seguridad nacional, los derechos del debido proceso o la adecuada 
conducción de los expedientes judiciales o administrativos seguidos en forma de juicio, así como 
cuando se ponga en riesgo la vida o la seguridad de una persona. También se establece en dicho 
precepto constitucional que en la interpretación del derecho mencionado deberá prevalecer el 
principio de máxima publicidad. En consecuencia, de acuerdo con los artículos 104, 113, 116 y 120 de Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública procede restringir el acceso a la 
información en poder de los sujetos obligados, cuando se clasifique como reservada o como 
confidencial. Así, puede considerarse reservada mediante la aplicación de la prueba de daño, si éstos 
demuestran que con su divulgación se actualizaría alguno de los supuestos legales en que se juzga 
preferible aplazar su acceso. Tratándose de información confidencial, los sujetos obligados sólo 
pueden divulgarla o permitir a terceros acceder a ella si cuentan con el consentimiento de los titulares, 
o bien, cuando mediante la prueba de interés público, que tiene por objeto distinguir qué información 
sensible de los gobernados puede ser objeto de divulgación, se corrobore la conexión entre la 
información confidencial y un tema de interés público, y ponderando el nivel de afectación a la intimidad 
que pueda generarse por su divulgación y el interés de la colectividad. Por tanto, la publicación regular 
de las listas de los asuntos ventilados ante los órganos jurisdiccionales, en las que se indica el nombre 
o denominación de las partes, y que tiene como objeto dar a conocer a los interesados que en el 
expediente de que se trata se emitió una resolución, no implica la divulgación de información 
confidencial ni precisa, por ende, de la anuencia de aquéllas, porque no involucra aspectos 
relacionados con su vida privada, ni datos personales que ameriten un manejo diferenciado al general. 
Lo anterior, porque ese elemento se utiliza para identificar el promovente en un proceso judicial, lo 
cual, por sí solo, no afecta su honor en forma negativa ni genera descrédito a su imagen pública, y 
mientras no se demuestre que puede ocasionarle daño, no es razonable restringir ese empleo por los 
órganos jurisdiccionales, en observancia a los principios de transparencia y máxima publicidad. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 
Recurso de reclamación 4/2017. Arturo García Rodríguez. 9 de noviembre de 2017. Unanimidad de 
votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Carlos Luis Guillén Núñez. 
 
      
 

Comercio Exterior 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2016803  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: IV.1o.A.83 A (10a.)  
 

AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, VIGENTE A PARTIR 

DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN PLAZO DE DOS AÑOS PARA DARLE 

A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE SU PATENTE, VIOLA 

LOS PRINCIPIOS DE ACCESO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y DE EXPEDITEZ. El segundo 

párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el derecho 

a la tutela jurisdiccional efectiva, que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver el amparo directo en revisión 1670/2003, definió como el derecho público subjetivo que toda 

persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a 

tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o defenderse de ella, con el fin de 

que mediante un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la 

defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. La misma Primera Sala, al resolver el amparo en revisión 

416/2005, indicó que, por lo que respecta a los actos legislativos, la justicia pronta se garantiza cuando 

el legislador establece en las leyes plazos generales, razonables y objetivos, a los cuales tienen que 

sujetarse tanto la autoridad como las partes en los procesos jurisdiccionales. A su vez, los artículos 8, 

25, numerales 1 y 2, inciso b), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 3, 

inciso a), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, reconocen el derecho de todo acusado 

de ser informado en el más breve plazo de cualquier denuncia formulada en su contra, de gozar del  
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tiempo y de las facilidades necesarias para la preparación de su defensa. Con base en el marco 

normativo constitucional e internacional expuesto, se estima que la sola circunstancia de que el 

artículo 167, párrafo tercero, de la Ley Aduanera, vigente a partir del 10 de diciembre de 2013, faculte a 

la autoridad administrativa para que tenga un término tan amplio e injustificado de dos años para 

ejercer acciones encaminadas a cancelar la patente de los agentes aduanales, provoca que no se 

disfrute o goce el derecho a acceder de inmediato a los órganos de justicia, porque no les permite ser 

informados en el más breve plazo de la naturaleza y de la causa de la acusación formulada contra ellos, 

lo cual constituye una violación a los principios de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva y de 

expeditez. Más aún, ocasiona incertidumbre e inseguridad jurídica en los agentes aduanales, al no 

obtener con prontitud la decisión de la autoridad administrativa respecto a su situación jurídica. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 454/2016. Miguel Ángel Huerta Rodríguez. 30 de noviembre de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Noel Israel Loera Ruelas. 
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AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, VIGENTE A PARTIR 

DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN PLAZO DE DOS AÑOS PARA DARLE 

A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE SU PATENTE, VIOLA 

EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. El 

artículo 1o., antepenúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios 

de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En relación con este último, la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 306/2016, 

en sesión de 8 de marzo de 2017, estableció que dicho principio, en términos generales, ordena ampliar 

el alcance y la protección de los derechos humanos en la mayor medida posible hasta lograr su plena 

efectividad, de acuerdo con las circunstancias fácticas y jurídicas. Con base en ello, se concluye que el 

artículo 167, párrafo tercero, de la Ley Aduanera, vigente a partir del 10 de diciembre de 2013, al 

disponer que la autoridad aduanera cuenta con un plazo de dos años posteriores a la fecha de 

conocimiento de la realización de los hechos u omisiones que configuren la cancelación de la patente, 

para darlos a conocer en forma circunstanciada al agente aduanal, no tiene como finalidad esencial 

incrementar el grado de tutela de un derecho humano, pues ni de su lectura ni de la exposición de 

motivos se advierte así, ya que el legislador no dio explicación alguna; tampoco generó un equilibrio 

entre derechos fundamentales; simplemente desconoció el principio de inmediatez otorgado en favor 

de los agentes aduanales, que la Segunda Sala del propio Máximo Tribunal, al examinar el artículo 167, 

párrafo tercero, de la Ley Aduanera, vigente en 2009, les concedió pues, se insiste, no se advierten las 

razones por las cuáles consideró fijar un plazo de dos años y no informarle los hechos u omisiones “de 

inmediato”. Por tanto, el precepto 167, párrafo tercero, citado, viola el principio de progresividad, pues 

correspondía al legislador justificar el aumento del plazo para que la autoridad diera a conocer los 

hechos u omisiones encontradas a un agente aduanal; circunstancia que no aconteció, con lo cual se 

disminuyó el nivel de protección de una justicia pronta y expedita a favor del gobernado, previamente 

reconocida por el Alto Tribunal. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 454/2016. Miguel Ángel Huerta Rodríguez. 30 de noviembre de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Noel Israel Loera Ruelas. 
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AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, VIGENTE A PARTIR 

DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN PLAZO DE DOS AÑOS PARA DARLE 

A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE SU PATENTE, VIOLA 

EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ, INMERSO EN EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, PREVISTO EN 

EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, al resolver la contradicción de tesis 195/2012, determinó que el artículo 167, párrafo tercero, 

de la Ley Aduanera, vigente en 2009, que establecía que la autoridad que conociera de los hechos u 

omisiones que configuraran las causas de suspensión o de cancelación de una patente de agente 

aduanal, de conformidad con el principio de inmediatez, debía darlos a conocer circunstanciadamente 

al afectado en cuanto los advirtiera.  

Ahora bien, el mismo precepto, vigente a partir del 10 de diciembre de 2013, al establecer que la 

autoridad aduanera cuenta con un plazo de dos años posteriores a la fecha de conocimiento de la 

realización de los hechos u omisiones que configuren la cancelación de la patente, para darlos a 

conocer en forma circunstanciada al agente aduanal, viola el principio de inmediatez, inmerso en el 

derecho a la seguridad jurídica, previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, pues como lo determinó la Segunda Sala, la autoridad debe actuar “de inmediato”; 

de ahí que al otorgársele hasta dos años para iniciar el procedimiento sancionador, es incuestionable 

que se trata de un plazo excesivo y arbitrario. Así, en respeto al principio mencionado, la autoridad 

aduanera, una vez que se entera de los hechos u omisiones en contra del agente aduanal, debe actuar 

enseguida y dárselos a conocer en forma circunstanciada. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 454/2016. Miguel Ángel Huerta Rodríguez. 30 de noviembre de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Sergio Javier Coss Ramos. Secretario: Noel Israel Loera Ruelas. 
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Energía 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2016838  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  

Tesis: IV.1o.A.73 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO CONTRA EL CORTE DEL SUMINISTRO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA, DERIVADO DE LA SUPUESTA INFRACCIÓN AL ARTÍCULO 165, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
LA INDUSTRIA ELÉCTRICA. PROCEDE CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE SE SIGA PRESTANDO 
EL SERVICIO EN LOS TÉRMINOS CONTRATADOS, MIENTRAS NO SE COMPRUEBE EL ACTO ILÍCITO 
ATRIBUIBLE AL QUEJOSO (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 176/2005). La Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió, en la jurisprudencia 2a./J. 176/2005, que es 
improcedente otorgar la suspensión del acto reclamado, tratándose del corte del suministro de 
energía eléctrica, en el caso específico de que se demuestre, en el incidente respectivo, que el quejoso 
incurrió en alguno de los supuestos previstos en las fracciones II, V o VI del artículo 26 de la Ley del 
Servicio Público de Energía Eléctrica abrogada, esto es, cuando: se acredite el uso de dicho servicio por 
medio de instalaciones que alteren o impidan el funcionamiento normal de los instrumentos de control 
o de medida; se consuma energía eléctrica sin haber celebrado el contrato respectivo; o se haya 
conectado un servicio sin la autorización de la Comisión Federal de Electricidad. Lo anterior, al estimar 
que la sociedad está interesada en que el servicio público de energía eléctrica se preste en estricto 
apego a las normas técnicas y de seguridad que lo regulan. Sin embargo, dicha forma de proceder 
sobre la concesión de la medida cautelar, sólo tendría aplicación respecto de los actos que, plenamente 
acreditados, tengan lugar hasta la fecha de la abrogación de la ley citada, ya que, precisamente, con 
base en sus alcances es que se estableció que, en esos casos, no procedería la suspensión, pues en la 
legislación actual no existe precepto con las mismas prevenciones, ya que el artículo 165, fracción VI, 
de la Ley de la Industria Eléctrica, vigente desde el 12 de agosto de 2014 –a diferencia del artículo 26 
señalado– no considera –al menos como sanción– la suspensión del suministro de energía eléctrica 
cuando se lleven a cabo las conductas descritas, sino que dispone una multa de hasta tres veces el 
importe de la energía eléctrica consumida, a partir de la fecha en que se cometió la infracción, lo cual 
constituye una diferencia sustancial entre ambas legislaciones, que torna inaplicable la jurisprudencia 
aludida para negar la suspensión definitiva en el amparo contra el corte del suministro de energía 
eléctrica derivado de la supuesta infracción al artículo 165, fracción VI, aludido. En esos términos, en 
los casos en los que se tenga contrato con la Comisión Federal de Electricidad para la prestación del 
servicio indicado y no se demuestre el acto ilícito atribuible al quejoso, procede conceder la medida 
cautelar, para el efecto de que se siga prestando el servicio en los términos contratados, mientras 
concluye la averiguación correspondiente; de lo contrario, se violaría el derecho fundamental de 
presunción de inocencia y el derecho humano a una vida digna, y se le impediría al particular disfrutar 
de un servicio público básico para satisfacer sus necesidades de subsistencia, con la consecuente 
generación de daños de difícil reparación. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 122/2017. Julio César Delgado Gómez. 15 de junio de 2017. 
Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano Saldaña. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 153/2017. Fernando Rocha Gómez. 15 de junio de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano Saldaña. 
 
 

 

Corporativo 
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Registro: 2016834  
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REPRESENTACIÓN DE LAS MICROINDUSTRIAS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

FEDERAL. PUEDE ACREDITARSE CON EL CONTRATO SOCIAL EN EL QUE CONSTE LA DESIGNACIÓN 

DEL GERENTE, RATIFICADO ANTE EL REGISTRO PÚBLICO DEL COMERCIO, PREVISTO EN LA LEY 

FEDERAL PARA EL FOMENTO DE LA MICROINDUSTRIA Y LA ACTIVIDAD ARTESANAL. De la 

interpretación sistemática y funcional de los artículos 5o. de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, 12, 15 y 16 de la Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la 

Actividad Artesanal, en relación con los diversos 6o., 10 y 74 de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles, se colige que las personas morales denominadas microindustriales pueden acreditar la 

personalidad de quienes promuevan en su nombre el juicio contencioso administrativo federal, no sólo 

con la escritura pública o carta poder firmada ante dos testigos y ratificada ante  
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notario o secretario del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, a que se refiere el primero de los 

artículos citados, sino también con el contrato social en el que conste la designación del gerente, 

ratificado ante el Registro Público del Comercio. Lo anterior, pues con la interpretación literal del 

artículo 5o. se obstruiría, sin motivo razonable, el acceso a la jurisdicción a las microindustrias, porque 

su ley regulatoria no exige que su representación (legal o convencional) deba protocolizarse. Por ello, 

para abrir paso a la jurisdicción, ese precepto debe interpretarse sistemática y funcionalmente con el 

resto de las normas mencionadas y considerar sus fines, para concluir que la exigencia de que quien se 

ostente como representante lo acredite con escritura pública o carta poder, debe entenderse dirigida 

sólo a aquellas personas morales a quienes legalmente se les exija que su representación deba 

protocolizarse ante notario, en tanto que a las que no se les demande ese requisito, podrán acreditar 

su representación con el documento que para ello prevea la ley que las rige. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 605/2016. Aisla-Coat, S. de R.L. Microindustrial. 11 de enero de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: David Próspero Cardoso Hermosillo. Secretario: Carlos César Sobrevilla Garza. 
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DIVIDENDOS O UTILIDADES PROVENIENTES DE LA CUENTA DE UTILIDAD FISCAL NETA. LAS 

PERSONAS FÍSICAS PUEDEN ACREDITAR EL IMPUESTO SOBRE LA RENTA PAGADO POR LA 

SOCIEDAD QUE SE LOS DISTRIBUYÓ. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver la contradicción de tesis 34/2016, que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 56/2017 (10a.), 

determinó que de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 10, 11 y 88 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, se colige que cuando los dividendos 

o utilidades distribuidos por una sociedad provienen de su cuenta de utilidad fiscal neta (CUFIN), y se 

realizó el pago del tributo correspondiente a los ingresos que los generaron mediante el impuesto 

corporativo, es innecesario que, al efectuarse su distribución a personas físicas, deba pagarse 

nuevamente el impuesto respectivo; de ahí que, concluyó, en términos del artículo 165, primer párrafo, 

de la ley referida, procede el acreditamiento del impuesto sobre la renta que un contribuyente persona 

física refleja en su declaración anual, siempre y cuando considere como ingreso acumulable, además 

del dividendo o utilidad percibido, el monto del gravamen pagado por la sociedad, correspondiente a la 

referida distribución y, además, cuente con la constancia de pago de dividendos a que alude el propio 

ordenamiento. Ahora, la conclusión anterior es aplicable a las personas físicas que, para acreditar el 

impuesto pagado por la sociedad que les distribuyó los dividendos o utilidades, se sujeten al artículo 

140 de la ley vigente. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 216/2017. Martha Silvia Benavides Fernández. 28 de septiembre de 2017. Unanimidad 

de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Fernando Rodríguez Ovalle. 
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RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO TERCERO, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LA NEGATIVA FICTA CONFIGURADA ANTE LA FALTA DE 

RESPUESTA A LA PETICIÓN RELATIVA, CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA CONTRA LA QUE 

PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. La Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. X/2003, publicada en la Novena Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVII, febrero de 2003, página 336, de rubro: 

"TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 

DEFINITIVAS’. ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA 

LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.", al interpretar el alcance del artículo 11, fracción IV, de la Ley 

Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa abrogada, precisó que las 

resoluciones definitivas no sólo eran aquellas que no admitan recurso o, admitiéndolo, sea optativo, 

sino que también debe considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la 

cual debe constituir el producto final o la voluntad definitiva de la administración pública, como última 

resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y como manifestación aislada que no requiere de 

un procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. Por tanto, contra la 

negativa ficta configurada ante la falta de respuesta a la petición de la reconsideración administrativa 

que prevé el artículo 36, párrafo tercero, del Código Fiscal de la Federación, conforme al artículo 3, 

fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, vigente a partir del 19 de 

julio de 2016, procede el juicio contencioso administrativo, en observancia al derecho fundamental de 

acceso a la justicia, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, ya que al tener un origen meramente fiscal, es viable que por dicha vía sea reclamada la 

abstención en que incurre la autoridad tributaria en la solicitud del contribuyente pues, de otra manera, 

se le dejaría en completo estado de indefensión y su petición jamás tendría un pronunciamiento 

positivo o negativo, lo que de suyo resulta violatorio de los derechos fundamentales de legalidad, 

seguridad jurídica y audiencia, previstos en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 416/2017. Comercializadora Brisot, S.A. de C.V. 7 de noviembre de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Fernando Rodríguez Ovalle. 
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NEGATIVA A LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. SI EN EL 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PROMOVIDO EN SU CONTRA LAS SALAS DEL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CUENTAN CON LOS ELEMENTOS PARA RESOLVER EL 

FONDO DEL ASUNTO, DEBEN HACERLO, CON BASE EN LOS PRINCIPIOS DE EXHAUSTIVIDAD, 

CONGRUENCIA Y MAYOR BENEFICIO. Conforme al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa tienen la obligación de 

proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad, entre otros, con el principio de 

progresividad y, además, de acuerdo con el artículo 17 de la propia Constitución, deben impartir justicia 

pronta y expedita. En esos términos, están constreñidas a analizar la procedencia de la solicitud de 

devolución de saldo a favor de contribuciones en el juicio contencioso administrativo promovido contra 

su negativa, cuando tengan los elementos para hacerlo. Lo anterior encuentra sustento en el ánimo del 

legislador, al adicionar un penúltimo párrafo al artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 

diciembre de 2010, que aunado al numeral 50, penúltimo párrafo, del mismo ordenamiento, exigen a 

dichos órganos jurisdiccionales, cuando existan agravios encaminados a controvertir el fondo de la 

cuestión efectivamente planteada por el actor, a resolverlo con base en los principios de exhaustividad, 

congruencia y mayor beneficio que rigen en el dictado de sus sentencias, lo cual implica estudiar los 

argumentos que, de resultar fundados, tendrán como consecuencia eliminar la posibilidad de que los 

procedimientos administrativos y jurisdiccionales se alarguen innecesariamente. Por tanto, una vez 

desvirtuados los motivos de la negativa a la devolución, y de contar con los elementos para ello, las 

Salas mencionadas deben examinar todos los conceptos de anulación tendentes a que se declare el 

derecho subjetivo pretendido. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 158/2017. Ramón Treviño Guajardo, su sucesión. 29 de noviembre de 2017. Unanimidad 

de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano Saldaña. 
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DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO PROMOVIDO CONTRA LA NEGATIVA A LA SOLICITUD RESPECTIVA, SE DESVIRTÚAN 

LOS MOTIVOS DE ESE ACTO, AUN CUANDO SE HAYAN SUSTENTADO EN EL DESISTIMIENTO, LAS 

SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBEN RESOLVER EL FONDO DEL 

ASUNTO Y NO REENVIAR EL EXPEDIENTE A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA PARA QUE, EN UNA 

NUEVA OPORTUNIDAD, VALORE SI SE ACREDITA LA EXISTENCIA DE UN DERECHO SUBJETIVO SOBRE 

LO PEDIDO. El principio de progresividad, previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, impide la interpretación restrictiva de las normas de derechos humanos y 

la regresión respecto de su sentido y alcance de protección, al favorecer su evolución para ampliar su 

alcance de protección. Acorde con este principio, y con la obligación establecida en el artículo 17 de la 

propia Constitución, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa tienen la obligación de 

promover y garantizar los derechos humanos mediante la impartición de justicia pronta y expedita. En 

estas condiciones, cuando dichos órganos conocen del juicio contencioso administrativo promovido 

contra la negativa a la solicitud de devolución de un saldo a favor de contribuciones y se desvirtúan los 

motivos por los que no se realizó la devolución respectiva, aun cuando se hayan sustentado en el 

desistimiento a que se refiere el artículo 22, quinto y sexto párrafos, del Código Fiscal de la Federación, 

no deben resolver en el sentido de reenviar el expediente a la autoridad administrativa para que, en 

una nueva oportunidad, valore si se acredita la existencia de un derecho subjetivo sobre lo pedido, pues 

esa forma de proceder no cumple con los mandatos constitucionales mencionados, ya que al no 

resolverse el fondo del asunto, cuando se tienen los elementos para hacerlo, se somete al solicitante a 

trámites innecesariamente largos, con la consecuente exigencia de interponer nuevos medios de 

defensa para compeler a la autoridad fiscal a cumplir con la obligación legal que debería desempeñar 

de buena fe y bajo un procedimiento reglado en el que ya fueron sometidos a su conocimiento los 

elementos necesarios para comprobar la veracidad del saldo a favor. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 158/2017. Ramón Treviño Guajardo, su sucesión. 29 de noviembre de 2017. Unanimidad 

de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano Saldaña. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2016814  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: IV.1o.A.78 A (10a.)  

 

DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. LA AUTORIDAD SÓLO PUEDE TENER POR 

DESISTIDO AL SOLICITANTE, POR LOS MOTIVOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 22 DEL CÓDIGO FISCAL 

DE LA FEDERACIÓN. El precepto citado prevé, como únicos motivos para tener por desistido al 

solicitante de una devolución de saldo a favor de contribuciones: 1) La petición expresa del interesado 

(desistimiento expreso); o, 2) La omisión absoluta de aclarar los datos de su petición o de atender un 

requerimiento de información o documentación (desistimiento tácito). Así, los supuestos contenidos 

en dicha disposición son tan claros, que la resolución de la autoridad administrativa que, motu proprio, 

tiene por desistido al solicitante de la devolución, sin que se actualicen los supuestos para ello, no 

puede entenderse sino como una negativa tendente a evadir o retrasar el cumplimiento de la 

obligación correlativa al derecho subjetivo del contribuyente.  

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 158/2017. Ramón Treviño Guajardo, su sucesión. 29 de noviembre de 2017. Unanimidad 

de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano Saldaña. 
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Registro: 2016844  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: IV.1o.A.80 A (10a.)  

 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CUANDO CONSTATE EL DERECHO SUBJETIVO 

QUE EL PARTICULAR ESTIME VIOLADO Y LA ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, DEBE 

CONDENAR A LA AUTORIDAD DEMANDADA A LA RESTITUCIÓN DE AQUÉL Y, EN SU CASO, A LA 

DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD SOLICITADA. De la interpretación histórica evolutiva de las normas que 

establecen y regulan las facultades del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en específico, del 

artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación 

con los preceptos 50, 51 y 52 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se colige 

que dicho órgano está dotado de plena autonomía para dictar sus fallos y tiene a su cargo dirimir las 

controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares, al grado de 

que, cuando en sus sentencias constate el derecho subjetivo que el particular estime violado y la 

ilegalidad de la resolución impugnada, tiene la obligación de condenar a la autoridad demandada a la 

restitución de aquél y, en su caso, a la devolución de la cantidad solicitada. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 158/2017. Ramón Treviño Guajardo, su sucesión. 29 de noviembre de 2017. Unanimidad 

de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano Saldaña. 
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Derecho Privado de Empresa 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2016811  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 11/2018 (10a.)  

 

COSTAS EN EL JUICIO MERCANTIL. NO PROCEDE LA APLICACIÓN DE LAS LEYES SUPLETORIAS AL 

CÓDIGO DE COMERCIO PARA RESOLVER SOBRE ESE ASPECTO CUANDO EL JUICIO TERMINA POR 

DESISTIMIENTO POSTERIOR AL EMPLAZAMIENTO. La interpretación de los artículos 1051, 1054, 1063, 

1082 y 1084 del Código de Comercio, conduce a determinar que es improcedente la aplicación 

supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles o la ley procesal local respectiva al Código de 

Comercio, para resolver sobre la condena en costas en los juicios mercantiles que concluyan con 

desistimiento presentado después del emplazamiento. Lo anterior es así, porque en el sistema de 

prelación de las normas rectoras de los juicios mercantiles, deben preferirse, en primer lugar, las 

convenidas por las partes o, en su defecto, las establecidas en el Código de Comercio y las leyes 

mercantiles, en tanto que la supletoriedad constituye un sistema que reviste carácter excepcional o 

extraordinario para la corrección de vacíos legislativos o el complemento de la legislación especial en 

aquello que resulte necesario para resolver la cuestión puesta a consideración del Juez; esto es, uno 

de los requisitos para que opere la supletoriedad consiste en verificar la necesidad de la aplicación de 

la norma supletoria para resolver la controversia o el problema jurídico planteado, lo que implica que 

si entre las reglas de la ley especial (Código de Comercio) existe alguna con la cual pueda solucionarse 

el problema jurídico, esa disposición debe aplicarse sin acudir a alguna otra de la ley supletoria, por 

más que esta última parezca adecuada o específica. Ahora bien, tratándose de la condena en costas, 

las disposiciones de los artículos 1082 y 1084 del código aludido, sí ofrecen una regla con la cual el Juez 

puede resolver si condena o absuelve del pago de costas en el supuesto en que el juicio concluye con 

desistimiento posterior al emplazamiento, la cual consiste en que ordena imponer las costas a la parte 

que haya actuado con temeridad o mala fe, lo que puede valorar el juzgador, según las circunstancias 

de cada caso, pues no podría sostenerse de antemano que el que desiste una vez practicado el 

emplazamiento siempre actúa de esa manera. Así, el sistema de condenación en costas previsto por el 

legislador mercantil es completo y sería innecesario e injustificado acudir a la norma supletoria, 

teniendo en el Código de Comercio una regla con la cual puede resolverse el problema jurídico en 

cuestión. 
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PRIMERA SALA 

 

Contradicción de tesis 177/2017. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil 

del Tercer Circuito, el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 24 de enero de 2018. La votación se dividió en 

dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría 

de cuatro votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y José Ramón Cossío Díaz. Disidente: Norma Lucía Piña 

Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 

Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 

 

 

 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016831  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
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Tesis: (IV Región)2o.15 C (10a)  

 

RECURSO DE APELACIÓN. EL AUTO QUE LO ADMITE DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE, YA QUE 

EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA FORMULAR AGRAVIOS Y CONTINUAR CON AQUÉL, INICIA A PARTIR 

DE LA NOTIFICACIÓN DEL PROVEÍDO RESPECTIVO. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, al resolver la contradicción de tesis 73/2002-PS, estableció que el juzgador tenía el deber 

jurídico de ordenar que se notificara personalmente al apelante el acuerdo por el que se le prevenía 

para que, en el término de tres días, formulara los agravios correspondientes, ya que el acuerdo 

mencionado implicaba un requerimiento al representar una orden del órgano jurisdiccional con 

efectos intimatorios y fuerza necesaria para ser obedecida, ya que si el apelante no formulaba los 

agravios dentro del término concedido, se establecía la sanción consistente en la declaración de que 

quedaba desierto el recurso interpuesto; además, para tener la seguridad de que el apelante se enteró 

no sólo del momento en que debía expresar los agravios y ante quién debía presentarlos, sino también 

de la consecuencia que traerá su omisión, es menester que la notificación se haga personalmente. 

Ahora bien, a juicio de este tribunal acontece una situación análoga, tratándose de los juicios civiles  
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federales, cuando el recurso de apelación se admite. Aunado a ello, si bien dicho proveído no equivale, 

en puridad, a un verdadero emplazamiento, puesto que la interposición y admisión del recurso de 

apelación no marca el inicio de un juicio, sino un grado distinto de instancia, lo cierto es que resulta 

equiparable a éste, máxime cuando la continuación y formulación de agravios debe suscitarse para que 

éste no quede desierto, como se advierte de la jurisprudencia 1a./J. 85/2005, de rubro: "APELACIÓN. 

CUANDO NO SE EXHIBEN LAS COPIAS DEL ESCRITO DE EXPRESIÓN DE AGRAVIOS PARA CORRER 

TRASLADO A LAS PARTES, SE DEBE PREVENIR AL APELANTE ANTES DE DECLARARLA DESIERTA 

(LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL FEDERAL)."; razón por la cual se considera que el auto que admite el 

recurso de apelación debe ser notificado personalmente a los apelantes, ya que el cómputo del término 

para formular sus agravios y continuar con la apelación inicia a partir de la notificación del proveído 

respectivo, como deriva de la diversa jurisprudencia 1a./J. 32/98, de rubro: "APELACIÓN. LOS TRES 

DÍAS QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 243 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 

LA CONTINUACIÓN DEL RECURSO, DEBEN COMPUTARSE A PARTIR DE QUE SE NOTIFIQUE LA 

ADMISIÓN DE LA APELACIÓN Y NO A PARTIR DE QUE SE RECIBAN LOS AUTOS EN EL TRIBUNAL DE 

ALZADA." 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 

 

Amparo directo 628/2017 (cuaderno auxiliar 986/2017) del índice del Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Séptimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 

Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Constantino Montero Barradas y otra. 

24 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Adrián 

Domínguez Torres. 
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Seguridad Social 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2016823  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de mayo de 2018 10:09 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: 2a./J. 39/2018 (10a.)  

 

JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL PLAZO DE 

PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR LOS MONTOS VENCIDOS DE PENSIONES O SUS DIFERENCIAS SE 

INTERRUMPE CON LA PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD CORRESPONDIENTE. Se ha sostenido 

reiteradamente que es imprescriptible el otorgamiento de jubilaciones y pensiones, así como el 

derecho a reclamar sus incrementos, pero que sí están sujetos a prescripción los montos periódicos 

vencidos, sea de la pensión o de sus diferencias. En ese sentido, el artículo 300, fracción I, de la Ley del 

Seguro Social establece que prescribe en un año el derecho de los asegurados o sus beneficiarios para 

reclamar cualquier mensualidad de una pensión, asignación familiar o ayuda asistencial, así como el 

aguinaldo, respecto al pago de las prestaciones en dinero, relativas a los seguros de riesgos de trabajo, 

enfermedades y maternidad, invalidez y vida, y guarderías y prestaciones sociales; plazo que también 

fijaba el artículo 279, fracción I, de la Ley del Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 1997. Por otra 

parte, el segundo párrafo del artículo 298 de la Ley del Seguro Social (277 de la ley derogada) señala 

que la consumación e interrupción de la prescripción se regirá por las disposiciones aplicables del 

Código Fiscal de la Federación, conforme al cual, el plazo de prescripción se interrumpe con cada 

gestión de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento expreso o 

tácito de éste respecto de la existencia del crédito. Tomando en cuenta que esta regla también debe 

aplicarse al pago de prestaciones de seguridad social, se concluye que el plazo de prescripción de los 

montos vencidos de las pensiones o de sus diferencias se interrumpe con la presentación de la solicitud 

de la pensión correspondiente o de sus incrementos ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, en el 

entendido de que el plazo reinicia una vez notificada la contestación a la solicitud o la resolución del 

recurso de inconformidad que, en su caso, se haya intentado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Contradicción de tesis 383/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto del Tercer 

Circuito y Sexto del Primer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de 

los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 

Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González 

Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 
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